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Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

 El 1 de diciembre de 2017, el señor Wilfredo A. González Quiles y la 

señora Walenda Rodriguez Sánchez (el matrimonio González – Rodríguez 

o los Apelantes) presentaron ante nos recurso de Apelación. En el mismo, 

nos solicitan que se revoque la Sentencia emitida el 15 de agosto de 2017 

y notificada el día 22 de ese mismo mes y año por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Arecibo (TPI).  Mediante el aludido dictamen, el 

foro a quo declaró Ha Lugar la Solicitud de Sentencia Sumaria por 

Demandado CSJ, Inc., presentada por la parte Apelada, Centro de 

Servicios a la Juventud, Inc.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, confirmamos 

el dictamen apelado.  

-I- 

 El 22 de diciembre de 2014, el señor González Quiles y la señora 

Rodríguez Sánchez, ambos padres de la menor A.G.R., presentaron 

Demanda en daños y perjuicios contra el Estado Libre Asociado de Puerto 
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Rico1, el Departamento de Educación, la Policía de Puerto Rico y Early 

Head Start, CSJ, Inc. (CSJ). En la misma, alegaron que sufrieron daños 

emocionales a causa de la negligencia de CSJ, Inc. al haber informado a 

las autoridades sobre unas expresiones que verbalizó la menor A.G.R., hija 

de los Apelantes, a su maestra de que presuntamente su padre le tocaba 

sus partes íntimas cuando la bañaba. Adujeron que la querella realizada 

fue iniciada por la trabajadora social del CSJ, sin fundamento alguno. 

Arguyeron que la salud de la familia quedó devastada luego de tal incidente 

y que los serios daños y angustias mentales que han sufrido y continúan 

sufriendo ascienden a $300,000.00. Reclamaron además la cantidad de 

$5,000.00 en concepto de honorarios de abogado. 

Así las cosas y luego de varias incidencias procesales, el 1 de marzo 

de 2017, CSJ presentó Solicitud de Sentencia Sumaria por Demandado 

CSJ, Inc. Mediante dicho escrito, CSJ afirmó que actuó conforme al 

Protocolo Institucional de Reporte de Maltrato Infantil, tan pronto la menor 

verbalizó a su maestra preescolar que su padre le tocaba sus partes 

íntimas. Lo anterior, estuvo apoyado por extensa prueba documental.  Por 

su parte, el 21 de abril de 2018, el matrimonio González – Rodríguez 

presentó Moción en Oposición a Moción Solicitando Sentencia Sumaria. En 

la misma, los Apelantes se limitaron a argumentar que, ante la situación 

acontecida con la menor, no era necesario activar el protocolo de maltrato 

infantil, que las actuaciones de CSJ fuera negligentes, exageradas, 

totalmente prejuiciadas y discriminatorias contra el señor González Quiles, 

por el mero hecho de ser hombre. En su oposición, los Apelantes hicieron 

referencia a las contestaciones brindadas por cada uno de los Apelantes a 

la Contestación a Primer Pliego de Interrogatorios; específicamente las 

páginas 4 – 6. Luego de considerados ambos escritos, el 15 de agosto de 

2017, el TPI dictó Sentencia, declarando Ha Lugar la Solicitud de Sentencia 

Sumaria presentada por la parte Apelada. En consecuencia, dicho foro 

                                                 
1 El 7 de febrero de 2017, el TPI dictó Sentencia Parcial decretando el archivo con perjuicio 
de la causa de acción contra el ELA, tras los Apelantes haber presentado Moción de 
Desistimiento Voluntario con Perjuicio.  
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desestimó el presente caso. En la Sentencia dictada, el foro primario 

formuló las siguientes determinaciones de hechos:  

1. La parte Demandante la constituyen los 
padres biológicos de la menor de educación 
preescolar A.G.R. ex participante del 
programa Head Start en el Centro de 
Servicios a la Juventud, Inc. en Arecibo para 
el año 2014. 
 

2. El pasado 10 de marzo de 2014, la menor 
A.G.R. le realizó una verbalización a su 
maestra de Educación Preescolar del 
Programa Head Start, refiriéndose a que su 
padre le tocaba su área genital frontal. La 
Maestra refirió el asunto a la Facilitadora de 
Alianza de Familia y Comunidad del 
Programa Head Start para investigación y 
luego de la discusión del caso de forma 
interdisciplinaria se activó el Protocolo 
Institucional para el Manejo de Casos de 
Maltrato y/o Negligencia Infantil. El mismo 
requiere que se alerte a las autoridades 
estatales entiéndase a la Unidad de 
Emergencias Sociales del Departamento de 
la Familia y la Policía de Puerto Rico para 
recibo de referido e investigación de las 
alegaciones recibidas.  

 
3. La parte Demandada, Programa Head Start 

en el Centro de Servicios de la Juventud, 
Inc. procedió a llamar a las autoridades 
estatales y referir las alegaciones de la 
menor según expresadas a su maestra, 
según lo requiere la reglamentación del 
Programa Head Start.  

 
4. Las autoridades realizaron la 

correspondiente investigación tras el 
referido y días posteriores, cerraron la 
investigación descartando signos de 
maltrato infantil por parte del padre de la 
menor.  

 
5. La parte Demandante entendiendo que no 

procedía por la parte Demandada Programa 
de Head Start en el Centro de Servicios a la 
Juventud, Inc. activar a las autoridades 
estatales para investigar, sino contactarlos a 
estos primero procedió a incoar una 
demanda por la suma de ($300,000.00) 
trescientos mil dólares por daños y 
angustias mentales a distribuirse a razón de 
$150,000.00 ciento cincuenta mil dólares 
por Demandante, más ($5,000.00) cinco mil 
dólares en honorarios de abogado.  
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Inconformes, el 1 de diciembre de 20172, el matrimonio González - 

Rodríguez presentó recurso de Apelación, aduciendo la comisión del 

siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
dictar Sentencia desestimando un pleito de 
manera sumaria en el que existe una 
controversia real de hechos, 
específicamente si lo que la niña le verbalizó 
a su maestra era suficiente para activar un 
protocolo de abuso infantil que tan siquiera 
escuchar los testimonios de las partes en 
una vista evidenciaria. 

  
 Por su parte, el 13 de diciembre de 2018, el Centro CSJ presentó 

Alegato en Oposición a Apelación de los Demandantes – Apelantes por el 

Demandado Programa Early Head Start del CSJ, Inc.  

-II- 

a.  Moción de Sentencia Sumaria  

La sentencia sumaria constituye un mecanismo extraordinario 

valioso para descongestionar los calendarios judiciales, puesto que aligera 

la tramitación de los pleitos prescindiendo de la celebración del juicio en los 

méritos. Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 (2009). 

Correctamente utilizada, la sentencia sumaria evita juicios inútiles, así 

como los gastos de tiempo y dinero que conlleva para las partes y el 

tribunal.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 214 (2010).     

Aunque el Tribunal Supremo se ha referido a la sentencia sumaria 

como un mecanismo procesal “extraordinario”, ello no significa que su uso 

esté excluido en algún tipo de pleito. Meléndez González et al v. M. 

Cuebas, Inc., 193 DPR 100 (2015). No importa lo complejo que sea un 

pleito, si de una bien fundamentada moción de sentencia sumaria surge 

que no existe controversia real en cuanto a los hechos materiales del caso, 

puede dictarse sentencia sumariamente. Íd. Es por ello que tal mecanismo 

                                                 
2 Tras el paso del Huracán María, el 18 de septiembre de 2017, nuestro Tribunal Supremo 
decretó la suspensión de todos los términos judiciales mediante la Resolución, In re: 
Extensión de términos ante el paso del Huracán María, EM 2017-07. Posteriormente, el 
16 de octubre de 2017, dicho Foro, emitió la Resolución EM 2017-08, reanudando los 
términos judiciales y disponiendo que todo término que hubiese vencido o que venciera 
entre el 19 de septiembre de 2017 y el 30 de noviembre de 2017, se extendía hasta el 1 
de diciembre de 2017.  
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procede en aquellos casos en los que no existen controversias reales y 

sustanciales en cuanto a los hechos materiales, por lo que lo único que 

queda por parte del poder judicial es aplicar el Derecho. Oriental Bank v. 

Perapi S.E., 192 DPR 7 (2014).     

Por tal razón, la parte que promueve la sentencia sumaria debe 

establecer su derecho con claridad y, además, debe demostrar que no 

existe controversia sustancial o real en cuanto a algún hecho material, es 

decir, en cuanto a ningún componente de la causa de acción. Mun. De 

Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). Por su parte, la persona 

que se opone a que se dicte sentencia sumaria debe controvertir la prueba 

presentada y no se debe cruzar de brazos. Viene, por lo tanto, obligada a 

contestar de forma detallada y específica aquellos hechos pertinentes para 

demostrar que existe una controversia real y sustancial que debe 

dilucidarse en el juicio. Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 214-215.    

La Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V., R. 36, 

rige el mecanismo de sentencia sumaria.  A tales efectos, dicha regla 

establece que, para emitir una adjudicación de forma sumaria, es necesario 

que, de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas, si las hubiere, 

surge que no existe controversia real y sustancial en cuanto a ningún hecho 

esencial y pertinente.  Para ello, al dictar sentencia sumaria, el juzgador 

debe analizar los documentos que acompañan la moción del promovente, 

los documentos unidos a la moción en oposición y aquellos que obren en 

el expediente del Tribunal. Además, debe determinar si el oponente 

controvirtió algún hecho material o si existen alegaciones en la demanda 

que no han sido controvertidas o refutadas de forma alguna por los 

documentos que obran en el expediente judicial. Luan Invest. Corp. v. 

Rexach Const. Co., 152 DPR 652, 665 (2000); PFZ Props., Inc. v. Gen. 

Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 913-914 (1994).   

El incumplimiento con los requisitos establecidos en la Regla 36.3 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, tiene repercusiones para 
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cada parte. Si el promovente de la moción incumple con los requisitos de 

forma, el Tribunal no estará obligado a considerar su pedido.  Por su parte, 

para derrotar una solicitud de sentencia sumaria la parte promovida deberá 

presentar declaraciones juradas y documentos que controviertan los 

hechos presentados por la parte promovente. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. 

Ins. Co., supra. De manera que, la parte promovida está obligada a 

contestar detallada y específicamente los hechos pertinentes que 

demuestren que existe una controversia real y sustancial que amerita 

dilucidarse en un juicio plenario. Si es la parte opositora quien incumple con 

los requisitos, el tribunal puede dictar sentencia sumaria a favor de la parte 

promovente, si procede en Derecho. Íd.    

La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, establece que la 

moción en solicitud de sentencia sumaria deberá contener: (1) una 

exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos litigiosos 

o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o parte respecto a la 

cual se solicita la misma; (4) una relación concisa y organizada de todos 

los hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial con indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen los 

mismos, así como de cualquier otro documento admisible en evidencia que 

se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las razones por las cuales 

debe ser dictada la sentencia, argumentando el derecho aplicable; y (6) el 

remedio que debe ser concedido.     

Además, la referida regla dispone que la moción en oposición a la 

solicitud de sentencia sumaria deberá contener: (1) lo indicado en los 

antedichos incisos (1), (2) y (3); (2) una relación concisa y organizada, con 

una referencia a los párrafos enumerados por la parte promovente, de 

hechos esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia donde se 

establecen los mismos, así como de cualquier otro documento admisible 



 
 
 
KLAN201701366    

 

7 

en evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (3) una 

enumeración de los hechos que no están en controversia con indicación de 

los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen los mismos, así como de 

cualquier otro documento admisible en evidencia que se encuentre en el 

expediente del tribunal; y (4) las razones por las cuales no debe ser dictada 

la sentencia sumaria, argumentando el derecho aplicable.      

La sentencia sumaria sólo deberá dictarse en casos claros, cuando 

el tribunal tenga ante sí la verdad sobre todos los hechos pertinentes.” 

Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720 (1986).  Si 

existe duda sobre la existencia de una controversia, debe resolverse contra 

la parte que solicita que se dicte sentencia sumaria su favor.  Este 

mecanismo es un remedio discrecional y su uso debe ser mesurado. 

Nissen Holland v. Genthaller, 172 DPR 503 (2007).   

En vista de que la concesión de la sentencia sumaria está sujeta a 

discreción del tribunal, el sabio discernimiento es el principio rector para su 

uso porque, mal utilizada, puede prestarse para despojar a un litigante de 

su “día en corte”, principio elemental del debido procedimiento de ley. Una 

parte tiene derecho a un juicio plenario cuando existe una controversia real 

y sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes. Esa controversia debe 

ser de una calidad suficiente como para que sea necesario que un juez la 

dirima a través de un juicio plenario. Mejías et al v. Carrasquillo et al, 185 

DPR 288, 300 (2012); Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 849 

(2010); MGMT. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000).  De 

hecho, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que la privación 

a un litigante de su “día en corte” es una medida procedente sólo en casos 

extremos, a utilizarse solamente en casos claros. Rosario v. Nationwide 

Mutual, 158 DPR 775, 780 (2003).   

Ahora bien, sobre nuestra función como tribunal apelativo, y en 

específico, en cuanto al estándar que debemos utilizar al momento de 

revisar determinaciones del foro primario, la jurisprudencia ha establecido 
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que utilizaremos los mismos criterios que el Tribunal de Primera Instancia 

al determinar si procede una sentencia sumaria. Vera v. Dr. Bravo, 161 

DPR 308 (2004). Al revisar la determinación de Primera Instancia, estamos 

limitados de dos maneras: primero, sólo podemos considerar los 

documentos que se presentaron ante el foro de Primera Instancia y, 

segundo, sólo podemos determinar si existe o no alguna controversia 

genuina de hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta. Véase, Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 334-335. Sin 

embargo, estamos impedidos de tomar en consideración evidencia que las 

partes no presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y no podemos 

adjudicar los hechos materiales en controversia. Meléndez González et al 

v. M. Cuebas, Inc., supra.   

Además, en el antes citado caso, el Tribunal Supremo indicó que, 

por estar en la misma posición que el foro primario, debemos revisar que 

tanto la moción de sentencia sumaria, así como su oposición, cumplan con 

los requisitos de forma codificados en la Regla 36. También estableció que, 

en el caso de una revisión de sentencia dictada sumariamente, debemos 

revisar si en realidad existen hechos materiales en controversia. De ser así, 

debemos cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil 

y exponer concretamente cuáles hechos materiales están en controversia 

y cuáles están incontrovertidos. Por último, el Tribunal Supremo dispuso 

que, de encontrar que los hechos materiales realmente están 

incontrovertidos, debemos pues revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el derecho a la controversia.  Íd.    

En resumen, un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria cuando: 

(1) existan hechos materiales controvertidos; (2) hayan alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja de los 

propios documentos que se acompañan con la moción una controversia 

real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión de derecho no 

proceda. Asimismo, un tribunal deberá denegar una solicitud de sentencia 

sumaria cuando haya elementos subjetivos o de credibilidad y éstos 



 
 
 
KLAN201701366    

 

9 

constituyan un factor esencial en la resolución de la controversia 

presentada. Carpets & Rugs v. Tropical Reps., supra.   

 b. Acción en daños y perjuicios 

El Art. 1802 de nuestro Código Civil expone que “el que por acción 

u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está 

obligado a reparar el daño causado […]”  31 LPRA sec. 5141.  Nuestro 

Tribunal Supremo ha señalado que para que surja la responsabilidad 

extracontractual deben concurrir los siguientes tres elementos: un daño, 

una acción u omisión negligente o culposa y, la correspondiente relación 

causal entre ambos. Toro Aponte v. E.L.A. 142 DPR 464, 473 (1997). 

Véase también, Ramirez v. E.L.A., 140 DPR 385 (1996); Tormos Arroyo v. 

D.I.P., 140 DPR 265 (1996); y, Monllor v. Soc. de Gananciales, 138 DPR 

600 (1995).  

El elemento de culpa o negligencia contenido en el Art. 1802 se 

fundamenta en la falta del debido cuidado, o sea, en no anticipar y prever 

las consecuencias racionales de un acto, o de la omisión de un acto como 

una persona prudente habría de prever. Sucns. Vega Marrero v. A.E.E., 

supra; Ramos v. Carlo, 85 DPR 353 (1962).  La negligencia, por tanto, se 

ha visto en términos de una función de riesgos y como una consecuencia 

directa de incumplir con un deber de actuar con cuidado ante una conducta 

peligrosa anticipable.  Rodríguez Ramírez v. Franqui Viera, 86 DPR 776 

(1962).  

El demandante deberá demostrar la existencia de una relación 

causal entre el daño sufrido y la acción u omisión culposa o negligente, ello 

así ya que, en Puerto Rico se ha reconocido la existencia del deber de 

indemnizar aquellos daños que constituyen una consecuencia del hecho 

que dio paso a la indemnización. Estremera v. Inmobiliaria Rac, Inc., 109 

DPR 852, 856 (1980).  Ante esto, para responsabilizar al autor del daño, no 

es suficiente demostrar que la actuación sea ilícita por quebrantar una 

norma jurídicamente reconocida, sino también habrá que demostrar la 

existencia de un vínculo entre el acto y el daño producido. Santini Rivera v. 
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Serv. Air, Inc., 137 DPR 1 (1994). Sobre lo anterior, nuestro Tribunal 

Supremo ha expresado que “[l]a relación causal --elemento imprescindible 

en una reclamación en daños y perjuicios-- es un elemento del acto ilícito 

que vincula al daño directamente con el hecho antijurídico”. Rivera Colón 

v. Díaz Arocho, 165 DPR 408, 422 (2005).  Sobre ello, ha expresado el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico que:    

[P]ara que exista relación causal la acción u 
omisión tiene que ser idónea para producir el 
efecto operado, tiene que determinarlo 
normalmente. A fin de establecer esa 
vinculación de causa y efecto entre estos dos 
sucesos, tenemos que realizar un análisis 
retrospectivo de posibilidad.  En vista de ello, no 
es suficiente que un hecho aparezca como 
condición de un evento, si regularmente no trae 
aparejado ese resultado. La causalidad está 
necesariamente limitada por el ámbito de la 
obligación, pues es infinita la serie de daños 
que, en interminable encadenamiento pueden 
derivarse del incumplimiento de una obligación. 
Arroyo López v. E.L.A., [126 DPR 682 (1990)]; 
Estremera v. Inmobiliaria Rac, Inc., [supra, pág. 
857].    

  
Finalmente, la causa de acción al amparo del Art. 1802 requiere 

demostrar la existencia de un daño.  Se considera “daño [todo] aquel 

menoscabo material o moral que sufre una persona, ya en sus bienes 

vitales naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio, causado en 

contravención a una norma jurídica, y por el cual ha de responder 

otra”.  Cintrón Adorno v. Gómez, 147 DPR 576 (1999); Galib Frangie v. El 

Vocero de P.R., 138 DPR 560 (1995); García Pagán v. Shiley Caribbean, 

122 DPR 193 (1988).    

c. “Head Start”  

La Administración para el Cuidado y Desarrollo Integral de la Niñez 

(ACUDEN) es un componente programático y operativo del Departamento 

de la Familia de Puerto Rico. Véase, Artículo 1 de la Ley Núm. 179 – 2003. 

Mediante la Ley Núm. 179 – 2003, se le dio la facultad a la Administración 

para el Cuidado y Desarrollo Integral de la Niñez (ACUDEN) de administrar 

y desarrollar todo lo relacionado a los programas federales de “Head Start” 
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y aquellos establecidos por el "Child Care and Development Fund Grant 

Act".  

Como parte de los deberes del Programa Head Start/Early Head 

Start, se creó el Protocolo para el Manejo de Casos de Protección de 

Menores al Amparo de la Ley Número 177 del 1 de agosto de 2003 (el 

Protocolo).3 Dicho protocolo estuvo vigente desde julio 2005 hasta julio 

2015, por lo que es el aplicable al caso de autos.   

En lo pertinente a la controversia de autos, entre las Medidas de 

Prevención General enumeradas en el referido protocolo, todo centro de 

“head start” tenía el deber de atender las necesidades individuales de los 

niños, incluyendo cualquier situación que ponga su bienestar en riesgo. En 

cuanto a los referidos o informes de situaciones de maltrato, el Protocolo, 

basado en el Art. 21 de la anterior Ley para el Bienestar y la Protección 

Integral de la Niñez, Ley Núm. 177 – 2003, disponía que:  

Artículo 21 – Obligación de Informar  
Estarán obligados a informar inmediatamente 
aquellos casos donde exista o se sospeche que 
existe una situación de maltrato, maltrato 
institucional, negligencia y/o negligencia 
institucional hasta un/a menor:  
(a) Los/as profesionales o funcionarios 
públicos, entidades públicas, privadas y 
privatizadas que, en su capacidad profesional y 
en el desempeño de sus funciones, tuvieren 
conocimientos o se sospecha de que un/a 
menor es, ha sido, o está en riesgo de ser 
víctima de maltrato, maltrato institucional, 
negligencia o negligencia institucional; los/as 
profesionales de la salud, del sistema de 
justicia, de la educación, del trabajo social, del 
orden público, las personas dedicadas a 
labores de dirección o traba o en instituciones o 
centros de cuido que ofrezcan servicios de 
cuido durante un día de veinticuatro (24) horas 
o parte de éste en instituciones o centros de 
rehabilitación de menores o en hogares de 
crianza; todo procesador de películas o 
fotografías que posea conocimiento u observe, 
en el desempeño de su capacidad profesional o 
empleo, cualquier película, fotografía, cinta de 
video, negativo o dispositivas que muestre a 
un/a menor involucrado/a en un acto sexual. 

                                                 
3 Posteriormente, el 15 de julio de 2014, se aprobó el Programa para la Intervención en el 

Manejo de Casos de Protección de Menores al Amparo de la Ley Núm. 246 del 16 de 
diciembre de 2011 (Protocolo), con el propósito de integrar y uniformar los procedimientos 
para reportar situaciones de maltrato, maltrato institucional o negligencia institucional en 
todos los programas de Head Start y Early Head Start. El mismo se atemperó a la Ley 
Núm. 246 – 2011. 
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Informaran inmediatamente tal hecho a 
través de la Línea Directa, la Policía de 
Puerto Rico o a la Oficina Local del 
Departamento (Énfasis nuestro) […] 

En cuanto al procedimiento para reportar el maltrato, el mencionado 

Protocolo establece lo siguiente:  

Personal de Head Start:  
 
- Una vez se conozca o sospeche una 

situación de maltrato, maltrato institucional, 
negligencia o negligencia institucional, la 
persona que obtenga la información de 
primera mano notificará inmediatamente a la 
línea de maltrato al (787)749-1333 o al 1-
800-981-8333. 

- En la medida de lo posible, siempre debe 
informarse al padre/madre o encargados del 
referido antes de hacerlo. De otra manera, 
debe informársele inmediatamente hecho el 
referido.  

- La persona que haga el referido informará a 
la oficina del proyecto vía telefónica y 
preparará un informe escrito de la situación 
al Coordinador(a) o Gerente de Alianzas con 
la Familia y la Comunidad.  
 
Coordinador(a) o Gerente de Servicios 
Sociales:  
 

- El Coordinador (a) o Gerente discutirá la 
situación con el (la) director(a) de proyecto y 
con el (la) trabajador(a) social a cargo del 
centro no más tarde de 24 horas luego de 
tener conocimiento.  

 
En armonía con lo anterior, la Ley para la Seguridad, Bienestar y 

Protección de Menores, Ley Núm. 246 – 2011, expresamente enuncia que 

“[e]l Estado es el contexto institucional en el desarrollo integral de los 

menores.” Por ello, entre las funciones del Estado: 

  […] 

                     (13) […] 
          
[…] 
 
Para garantizar el fiel cumplimiento con la 
política pública dispuesta en este capítulo, las 
agencias y municipios del Gobierno de Puerto 
Rico prestarán atención prioritaria a las 
situaciones de maltrato, maltrato institucional, 
negligencia y/o negligencia institucional que 
advengan de su conocimiento. El Departamento 
de la Familia, Departamento de Educación, 
Departamento de Salud, Administración de 
Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción, 
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el Departamento de Vivienda, Departamento de 
Justicia, Policía de Puerto Rico, Administración 
de Corrección, y la Administración de 
Instituciones Juveniles, estarán obligados a 
atender con prioridad las situaciones de 
maltrato, maltrato institucional, negligencia y/o 
negligencia institucional. Coordinarán entre sí 
sus esfuerzos cuando se requiera la prestación 
de servicios relacionados con la identificación, 
prevención o tratamiento de los menores que 
son víctimas de maltrato institucional, 
negligencia y/o negligencia institucional. 

 
En este mismo contexto, el Artículo 13 de la Ley Núm. 246, supra, 

enuncia que es responsabilidad del Estado asegurar el bienestar y la 

seguridad de los niños, niñas y adolescentes. Añade este mismo artículo 

que:  

Las autoridades públicas tienen la obligación de 
informar ante las autoridades concernientes las 
condiciones de riesgo o vulnerabilidad en que 
se encuentren todos los niños, niñas o 
adolescentes. Cuando esto ocurra, la autoridad 
competente deberá asegurarse de que el 
Departamento de le Familia intervenga de 
inmediato para garantizar su vinculación a los 
servicios que ameriten los menores. 8 LPRA 
sec. 1120. 
 

-III- 

En el caso de autos, el TPI dictó Sentencia Sumaria declarando No 

Ha Lugar la Demanda instada contra CSJ. En vista de ello, los Apelantes, 

en el único error señalado, cuestionan dicha determinación. 

Específicamente aducen que existe controversia real de hecho sobre si lo 

verbalizado por la menor a su maestra del CSJ fue suficiente para activar 

el protocolo de maltrato, sin tan siquiera haber escuchado los testimonios 

de las partes. Escuetamente añaden a su vez que la versión brindada por 

la maestra sobre lo que la menor le verbalizó es incompatible con la versión 

de los Apelantes, lo que demuestra la existencia de una controversia sobre 

un hecho material que impedía el que se dictara sentencia sumaria. En 

cuanto a este particular, afirman que el TPI “nunca escuchó qué 

exactamente fue lo que la menor verbalizó a su maestra”. Igualmente, los 

Apelantes destacan el hecho de que la controversia existente en el caso de 

autos se circunscribe a determinar si lo verbalizado por la menor a su 
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maestra de Head Start justificaba el que CSJ activara el Protocolo para 

Reportar Incidentes de Sospecha Maltrato Mediante la Ley para la 

Seguridad, Bienestar y Protección de Menores. Según los Apelantes, este 

particular versa sobre un asunto de credibilidad, que impedía que el TPI 

dictara sentencia sumaria. Por último, los Apelantes alegan que la 

evidencia demuestra que se activó el protocolo específicamente contra el 

señor Gonzalez Quiles “por el mero hecho de ser hombre.”4  

Aunque de inicio pudiéramos percibir que estamos ante una 

cuestión de credibilidad, luego del análisis desapasionado de los autos 

originales, juzgamos que más bien estamos ante un asunto de estricto 

derecho. Ello, pues, de la prueba documental presentada surge que en el 

presente caso no se ha configurado una causa de acción en daños y 

perjuicios al amparo del Art. 1802 de nuestro Código Civil, supra. Nos 

explicamos.  

Como mencionamos anteriormente, para que prospere una solicitud 

de sentencia sumaria la parte promovente debe acompañar su moción con 

prueba incontrovertida sobre todos los elementos de su causa de acción. 

Por su parte, el promovido está obligado a exponer detallada y 

específicamente los hechos esenciales en controversia que hagan 

necesaria la celebración de un juicio en los méritos. Si de las alegaciones 

y la evidencia presentada surge que no existe controversia real sustancial 

en cuanto a algún hecho esencial y pertinente, el foro primario debe dictar 

sentencia sumaria a favor de la parte promovente.  Ahora bien, un tribunal 

no debe dictar sentencia sumaria es cuando: (1) existan hechos materiales 

controvertidos; (2) hayan alegaciones afirmativas en la demanda que no 

han sido refutadas; (3) surja de los propios documentos que se acompañan 

con la moción una controversia real sobre algún hecho material, o (4) como 

cuestión de derecho no proceda. De igual modo, un tribunal debe denegar 

una solicitud de sentencia sumaria cuando haya elementos subjetivos o de 

credibilidad y los mismos constituyan un factor esencial en la resolución de 

                                                 
4 Véase, Apelación, pág. 6. 
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la controversia presentada. Véase, Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 

supra. Sobre esto último, nuestro Más Alto Foro ha enfatizado que la 

sentencia sumaria no permite que el tribunal dirima cuestiones de 

credibilidad.  153 DPR 323 2001 TSPR 12; véase también, Col. Ing. Agrim. 

P.R. v. A.A.A., 131 DPR 735, 781 – 782 (1992). 

 De la prueba documental presentada junto con la solicitud de 

sentencia sumaria del CSJ surge que, el 10 de marzo de 2014, la señora 

Vielca Hernández, maestra de Head Start, observó a la menor, A.G.R., 

tocarse con sus propias manos sus partes íntimas. Luego de que la señora 

Hernández le cuestionara sobre dicho comportamiento, la menor le 

verbalizó que su padre, el señor González Quiles, le tocaba sus partes 

íntimas frontales. Estos hechos particulares fueron consignados en 

Declaraciones Juradas. A causa de ello, la maestra comunicó lo acontecido 

a la Facilitadora de Alianza de Familia y Comunidad del Programa Head 

Start, la señora Awilda X. Nieves Román, quien a su vez se comunicó con 

la Directora del Programa de Head Start y Early Head Start, la señora 

Johana Urbáez. Esta última, el mismo 10 de marzo de 2014, convocó una 

reunión de emergencia con el Equipo Interdisciplinario del Programa Head 

Start en la que estuvieron presentes: Vielca Hernández (Maestra de 

Educación Preescolar), la señora Lymarie Collazo (Especialista de 

Educación y Desarrollo en Niñez Temprana, la señora Luz Castillo Figueroa 

(Especialista de Alianza de Familias y Comunidad), la doctora Amilda 

Espiett (Psicóloga del Programa Head Start y Early Head Start), la señora 

Johanna Urbáez (Directora del Programa Head Start y Early Head Start y 

la señora Awilda X. Nieves Román (Facilitadora de Alianza de Familia y 

Comunidad para el Programa Head Start del CSJ).5 Igualmente, surge de 

la prueba documental presentada que, luego de discutido el caso, el Equipo 

Interdisciplinario recomendó activar el Protocolo Institucional de Reportes 

de Casos de Maltrato Infantil y procedió a reportar el asunto a las 

autoridades estatales, específicamente el Departamento de la Familia y la 

                                                 
5 Véase, Minuta de Reunión de Administración del 10 de marzo de 2014.  
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Policía de Puerto Rico.6 En vista de ello, los Apelantes tuvieron que acudir 

al cuartel de la Policía para ser entrevistados por los Agentes de la División 

de Delitos Sexuales de Arecibo. Dichos agentes fueron quienes llevaron a 

cabo las entrevistas a los Apelantes, por separado. Los autos originales 

también revelan que posterior a la intervención de la policía, CSJ dio 

seguimiento al caso y brindó apoyo - por vía telefónica - a la señora 

Rodríguez en dos (2) ocasiones, el 11 y el 19 de marzo de 2014.7   

Por otra parte, es un hecho incontrovertido que los Apelantes no 

estuvieron presentes al momento en que la menor verbalizó a su maestra 

que su padre le tocaba sus partes íntimas. Igualmente, es un hecho 

incontrovertido que los Apelantes no estuvieron presentes en la reunión del 

Equipo Interdisciplinario. Asimismo, tal y como correctamente determinó el 

TPI, consta de los autos originales que, a la fecha de los hechos, el CSJ 

tenía vigente un protocolo para el manejo de situaciones de maltrato 

infantil.  

Los Apelantes intentan controvertir el hecho de que el 

comportamiento de la menor no estaba ligado a maltrato o abuso sexual 

aduciendo que la menor padecía de “rash” en sus partes íntimas, razón por 

la cual tenía que usar toallas húmedas o “chubs”, en vez de papel sanitario. 

Entre sus alegaciones, plantearon que CSJ, por conducto de su trabajadora 

social, tenía conocimiento de este hecho en particular.8 Sin embargo, del 

expediente de la menor, no surge evidencia, ni notas que confirmen lo 

alegado por los Apelantes. Los Apelantes tampoco presentaron evidencia 

documental alguna que acreditara tal alegación.  

Por otro lado, además, no podemos perder de perspectiva, que los 

Apelantes le imputan negligencia a CSJ tras haber referido el asunto a las 

autoridades, sin fundamento alguno y sin antes haber corroborado la 

información acontecida. Basado en ello, reclaman que se les resarza por 

los presuntos daños sufridos.  

                                                 
6 Véase, Hoja de Discusión de Caso.  
7 Véanse, Hojas de Llamadas Telefónicas del 11 y 19 de marzo de 2014. 
8 Véase, Apéndice del recurso (Alegación #10 de la Demanda), pag.12. 
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 Según mencionamos, en nuestra jurisdicción, para que se configure 

una causa de acción en daños y perjuicios, deben concurrir los siguientes 

tres (3) elementos: una acción u omisión negligente o culposa, un daño y, 

la relación causal entre ambos. Por consiguiente, si el o la demandante 

prueba la concurrencia de los tres (3) elementos antes mencionados, 

podría ser indemnizado(a) por sus daños. Ahora bien, sobre el elemento 

de negligencia, nuestro Tribunal Supremo ha reconocido que para que 

ocurra un acto negligente, tiene que existir un deber de cuidado impuesto 

o reconocido por ley y el quebrantamiento de este deber. H. Brau del Toro, 

Los Daños y Perjuicios Extracontractuales en Puerto Rico, Publicaciones 

J.T.S., 1986, pág. 183.   

Según mencionamos, la Ley para la Seguridad, Bienestar y 

Protección de Menores, supra, exige a toda autoridad pública informar ante 

las autoridades concernientes “las condiciones de riesgo o vulnerabilidad 

en que se encuentren todos los niños, niñas o adolescentes.” En estas 

circunstancias, el mencionado Protocolo expresamente dispone que la 

persona que sospeche e identifique la situación de maltrato o negligencia 

tiene la única responsabilidad de reportar y tomar las medidas de seguridad 

correspondientes, no de efectuar la investigación del Departamento. De 

igual modo, resulta pertinente puntualizar que el Protocolo interno del CSJ 

para el manejo y reporte de maltrato infantil, similarmente disponía que la 

educadora que detecte “señales preocupantes en la conducta o ambiente 

del menor” que le infieran que el menor estaba siendo víctima de 

negligencia o maltrato, tiene el deber referir la situación al Trabajador 

Social. Según el referido protocolo interno de CSJ, dicho profesional es el 

responsable de discutir el asunto con la educadora para indagar cualquier 

información adicional pertinente y es quien tiene el deber de reportar de 

inmediato la situación de maltrato al Departamento de la Familia. Por lo 

tanto, a base de los preceptos legales anteriormente señalados, el deber 

legal del CSJ, era únicamente el de reportar a las autoridades cualquier 

sospecha o situación de maltrato o negligencia relacionada con la menor. 
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En nuestro criterio, afirmamos que, lo verbalizado por la menor a su 

maestra levantó sospecha sobre una posible situación de abuso sexual 

intrafamiliar que ameritó activar el protocolo. Según demuestra la prueba 

documental presentada, no controvertida, CSJ actuó conforme al Protocolo 

al haber informado a las autoridades la situación acontecida con la menor 

A.G.R. De este modo, quedaron rebatidas las imputaciones de negligencia 

en su contra. En vista de ello, la causa de acción al amparo del Art. 1802 

de nuestro Código Civil, supra, no puede prevalecer, porque no hubo acto 

negligente alguno, elemento imprescindible de una reclamación en daños 

y perjuicios. En consecuencia, colegimos que el foro a quo estaba facultado 

para resolver el presente caso sumariamente, por lo que no erró en su 

proceder. 

-IV- 

 Por todos los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia apelada. 

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

La Juez Gómez Córdova emite voto disidente con opinión escrita. 

 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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Apelación 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de 
Arecibo  
 
Caso Núm.:  
C DP2014-0205 
 
Sobre: 
Negligencia Parte 
Maestros o Escuela 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, la Juez 
Brignoni Mártir y el Juez Adames Soto. 
 

VOTO DISIDENTE 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

 Por entender que es necesario dilucidar unos asuntos de 

credibilidad en un juicio plenario, entiendo que no procedía dictar sentencia 

sumaria en este caso.  Por ello, respetuosamente, disiento. 

No hay duda de que el protocolo descrito en el voto mayoritario 

requiere de su activación tan pronto exista o haya sospecha de una 

situación de maltrato.  Eso no está en controversia.  El hecho medular 

sobre el cual existen versiones encontradas y que a mi juicio exigen 

dilucidarse en una vista en su fondo es qué fue lo que dijo la menor para 

que el Head Start activara el protocolo. Lo que cuestionan los padres es si 

fue suficiente la información como para la activación del protocolo.  

 En la sentencia dictada se indica que la menor se tocaba su área 

vaginal durante la siesta.  La maestra al intervenir con ella le preguntó 

“¿Quién te toca así?” y ella respondió “Papi”. Por otro lado, tenemos las 

contestaciones a interrogatorio bajo juramento de la madre de la menor 

quien indicó que al activarse el protocolo y estando en el cuartel la 

trabajadora social le dijo que el padre de la menor la bañaba y que sus 

partes le picaban.  La madre le respondió que ella conocía que la menor 

era alérgica al papel higiénico (le daba “rash”) y necesitaba utilizar toallas 

humedecidas. Insistió que ello estaba documentado en el expediente de la 
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menor.  A ello reacción la trabajadora indicando que a pesar de no haber 

indicadores de ninguna conducta anormal tenían que hacer la querella 

porque quienes tocaban las partes a la menor eran sus padres y 

abuela “al bañarla”.  

Ante estas versiones me parece que el curso decisorio más 

adecuado era denegar la solicitud de sentencia sumaria. 

 

 

 

María del Carmen Gómez Córdova 
Juez de Apelaciones 

 
 


